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APELO MEDIDA CAUTELAR - EXISTENCIA DE CUESTIÓN 

FEDERAL 

 

SR. JUEZ FEDERAL: 

      RENE GUSTAVO HAUTEBERQUE, Abogado, 

constituyendo nuevo domicilio procesal en calle Misiones Nº462, Ciudad y 

electrónico en el Cuit Nº20178898699, en representación de la 

SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD, con domicilio en Av. 

Roque Sáenz Peña 530, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en autos 

caratulados "ROMANÍ, ALEJANDRA C/ OBRA SOCIAL DEL PERSONAL 

ASOCIADO A ASOCIACION MUTUAL SANCOR (O.S.PER.S.A.A.M.S.) Y 

OTRO S/ACCION DE AMPARO LEY 16986 C/CAUTELAR" (Expte. FTU 

001890/2021)a V.S. manifiesto: 

 

   

     I.-PERSONERIA  

               Como surge de la Resolución N°68 expedida por la 

Procuración del Tesoro de la Nación que en copia se acompaña, respecto de cuya 

vigencia y autenticidad presto juramento de ley, he sido designado para 

representar al Estado Nacional en los Tribunales Provinciales y Federales con sede 

en ésta provincia. Hago notar a V.S. que conforme lo dispuesto por el art. 2 del 

Decreto N°1286/01, se otorga poder suficiente a los letrados, delegados y 

asistentes del Cuerpo de Abogados dependientes de la Procuración del Tesoro de la 

Nación a fin de que se ejerza la representación y patrocinio del Estado Nacional y 

sus Entes descentralizados en las jurisdicciones del interior del país. 

 

 

 

     II.-OBJETO: 

  Que en legal tiempo, debida forma, por un imperativo procesal 

impostergable y siguiendo expresas instrucciones y directivas provenientes de 

mi instituyente, vengo a Apelar la Medida Cautelar ordenada contra esta 

SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD, mediante la sentencia 

interlocutoria de fecha 19/05/21, la que fuera notificada a mi representada 

mediante Oficio dirigido a la dirección de correo 

contenciosos.juicios@sssalud.gob.ar con fecha 19/05/2021, a las 13,14 hs. 

 

  La medida que en este acto se apela ordena “…a la Obra Social del 

Personal Asociado A Asociación Mutual Sancor (O.S.PER.S.A.A.M.S.) en un 20 

% a su cargo y al Estado Nacional – Superintendencia de Servicios de Salud, en 

un 80 % a su cargo, suministrar al menor Samuel Ibrahim Abraham Romaní, 

DNI N° 57.611.684 la medicación Zolgensma en forma inmediata…”    

mailto:contenciosos.juicios@sssalud.gob.ar
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  Por las razones que se alegarán a renglón seguido, quedará demostrado 

que tal Medida Cautelar ocasiona un gravamen irreparable a la SSSalud y al 

Sistema Nacional del Seguro de Salud (Ley Federal 23.661) en su conjunto, ello 

en base a las consideraciones de hecho y de derecho que seguidamente paso a 

exponer. 

 

  III.- FUNDAMENTOS DE LOS AGRAVIOS: 

  De modo genérico se puede decir, a modo de ilustración que: “...La 

expresión de agravios debe consistir en la crítica concreta y razonada de los 

fundamentos de la sentencia, en la que se demuestre punto por punto la 

existencia de errores de hecho o de derecho en que pudiera haber incurrido el 

juzgador, con la indicación de las pruebas y de las normas jurídicas que el 

recurrente estime le asisten…”. (cfr. C. N. A. Civ., Sala D, sent. del 20.11.75, "González 

Velasco, Manuel y otra c/ Peradotto de Caveri, Natalia"). Lo concreto se refiere a lo 

preciso, indicado, determinado, y lo razonado indica los fundamentos, las bases, las 

sustentaciones (cfr. C. N. A. Civ. y Com. Esp., Sala I, sent. del 02.04.80, "Malewicz, 

Rubén c/ Orts, José y otros”) ...” (Del voto del Dr. Laclau). (L.-F.). "LOTO, JOSÉ 

MARÍA c/ A.N.Se.S.". 20/09/99. sent. int. 69756. C.F.S.S. Sala III.). 

 

  Dice también la jurisprudencia: “...La expresión de agravios debe 

contener un análisis crítico y razonado de la sentencia que la motiva, señalando 

y demostrando, punto por punto, los errores en que se ha incurrido o las causas 

por las cuales el pronunciamiento se considera injusto o contrario a derecho. Los 

agravios deben ser suficientes sobre cada una de las cuestiones debatidas y cuya 

modificación se pretende...”. (C. Nac. Civ., Sala M, 13/2/1990, ‘Liberman v. 

Cerdá’, JA 1993 – II). 

 

  Es inobjetable que, tanto la Doctrina como la jurisprudencia han 

expresado pacíficamente que, en lo que respecta a los escritos con los que una 

parte pretenda agraviarse, ellos, para tener fuerza legal, deben contener siempre 

y necesariamente, una crítica concreta y razonada del decisorio y no una simple 

divergencia con el mismo, requiriéndose que medie una observación positiva, 

clara y explícita con entidad jurídica suficiente, que importe una refutación de 

los fundamentos contenidos en la sentencia apelada y señalándose en concreto 

las partes del fallo recurrido que se consideran equivocadas, demostrando su 

ilegalidad, injusticia o arbitrariedad. 

 

  Esta arbitrariedad e injusticia será claramente demostrada por esta parte 

en los puntos subsiguientes. 
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  IV.- MAYORES FUNDAMENTO DE LA APELACIÓN: 

IV. 1.- Diferencia De Personería Jurídica Entre el Poder 

Ejecutivo Nacional; el Ministerio De Salud De La Nación; la 

Secretaría de Salud y Desarrollo Social de la Nación; La 

Superintendencia de Servicios de Salud de la Nación y  Los 

Agentes Del Seguro De Salud: 

 

  Según se desprende del Oficio por el que se notificara la Medida Cautelar 

que se apela, así como de la lectura de la totalidad de la demanda y de su escrito 

ampliatorio, la acción  ha sido incoada en un primer momento contra la OBRA 

SOCIAL DEL PERSONAL ASOCIADO A  ASOCIACION MUTUAL SANCOR 

(O.S.PER.S.A.A.M.S) y posteriormente se amplió demanda contra el PODER 

EJECUTIVO NACIONAL y el Sentenciante en el Punto IX de su Sentencia 

Interlocutoria dice “… que la citación en la presente causa del Estado 

Nacional - Ministerio de Salud de la Nación - Secretaria de Salud y 

Desarrollo Social de la Nación- Superintendencia de Servicios de 

Salud, se estima razonable …” 

 

  En base a ello, surge el PRIMER AGRAVIO, dado la clara confusión del 

sentenciante, en cuanto la parte actora pretende demandar a la OBRA SOCIAL 

OSPERSAAMS y al PEN (PODER EJECUTIVO NACIONAL) y el a-quo condena 

Cautelarmente al ESTADO NACIONAL-SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS 

DE SALUD confundiendo y mezclando las incumbencias de cada uno de los 

Organismos Estatales mencionados, que a su vez son personas jurídicas 

distintas, con distintos objetivos, funciones y domicilios. 

 

  Evidentemente fue esta confusión conceptual lo que llevó al a-quo a 

condenar a proveer el medicamento ZOLGENSMA a la Obra Social del Personal 

Asociado A Asociación Mutual Sancor (O.S.PER.S.A.A.M.S.) en un 20 % a su 

cargo y al Estado Nacional–Superintendencia de Servicios de Salud, en 

un 80 % a su cargo…” 

 

  Así es necesario destacar que por un lado tenemos lo solicitado por la 

amparista que al parecer quiere demandar a la Obra Social y al PODER 

EJECUTIVO NACIONAL; Y por otro lado el sentenciante en el Considerando 

IX dice que “…es procedente tener por demandados al Poder 

Ejecutivo Nacional, al Ministerio de Salud de la Nación, a la 

Secretaria de Salud y Desarrollo Social de la Nación; y a la 

Superintendencia de Servicios de Salud…” 
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  Es más que claro que estamos ante la presencia de distintos organismos 

del Estado con incumbencias muy diferentes.    

 

 Por un lado tenemos al Poder Ejecutivo Nacional que es el órgano 

ejecutivo del Estado Argentino. Se trata de un órgano unipersonal y 

piramidal que se encuentra en cabeza del presidente de la Nación 

Argentina. Sus funciones y atribuciones surgen del art. 90 de la 

Constitución Nacional. 

 

 Por otro lado está el Ministerio de Salud de la Nación tiene como 

misión, visión y objetivos, según establece el art. 3º del Decreto 

828/2006, entre otros: 

 

11) Entender en el ejercicio del poder de policía sanitaria en lo referente a 

productos, equipos e instrumental vinculados con la salud, e intervenir en la 

radicación de las industrias productoras de los mismos; 

16) Intervenir en la fiscalización de todo lo atinente a la elaboración, distribución 

y comercialización de los productos medicinales, biológicos, drogas, dietéticos, 

alimentos, insecticidas, de tocador, aguas minerales, hierbas medicinales y del 

material e instrumental de aplicación médica, en coordinación con los 

Ministerios pertinentes; 

27) Entender en la regulación de los planes de cobertura básica de salud; 

29) Entender en la formulación, promoción y ejecución de planes tendientes a la 

reducción de inequidades en las condiciones de salud de la población, en el 

marco del desarrollo humano integral y sostenible mediante el establecimiento 

de mecanismos participativos y la construcción de consensos a nivel federal, 

intra e intersectorial; 

37) Entender, en su ámbito, en la elaboración, ejecución y fiscalización de 

programas integrados que cubran a los habitantes en caso de patologías 

específicas y grupos poblacionales-determinados en situación de riesgo;  

 

 Igualmente y respecto a lo que menciona el sentenciante en el fallo 

recurrido, la Secretaria de Salud y Desarrollo Social de la Nación, como 

tal no existe. Sí están dentro del organigrama del Ministerio de Salud de la 

Nación, distintas Secretarías entre ellas: la Secretaría de Equidad en Salud, la 

Secretaría de Acceso a la Salud y la Secretaría de Calidad en Salud, todas con 

distintos titulares y con incumbencias específicas. Todo ello surge de la Página 

Oficial del Ministerio de Salud de la Nación 

https://www.argentina.gob.ar/salud/organigrama. 

 

https://www.argentina.gob.ar/salud/organigrama
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 Por otra parte, por medio del Decreto 1615/96 se llevó a cabo la 

creación de la Superintendencia de Servicios de Salud, fusionándose 

dentro de la misma la Administración Nacional del Seguro de Salud (ANSSAL); 

el Instituto Nacional de Obras Sociales (INOS) y la Dirección Nacional de Obras 

Sociales (DINOS). 

 

  Es el Art. 2 del Decreto 1615/96 antes mencionado el que estipula que el 

Organismo que represento es un ente descentralizado de la Administración 

Pública Nacional, con personería jurídica propia diferente al Ministerio 

de Salud.   

 

  Es indiscutible que la función de mi representada se encuentra remitida a 

la supervisión, fiscalización y control de los Agentes que integran el Sistema 

Nacional del Seguro de Salud y nunca a brindar prestaciones médicas y entregar 

medicamentos. El artículo 9 de la Ley Federal 23.661 es claro al respecto: “...La 

ANSSAL tendrá la competencia que le atribuye la presente ley en lo concerniente 

a los objetivos del seguro, promoción e integración del desarrollo de las 

prestaciones de salud y la conducción y supervisión del sistema establecido…”.  

 

  Así mi mandante tiene como misión la regulación y control de los actores 

del sector con el objeto de asegurar el cumplimiento de las políticas del área, 

dadas por el Ministerio de Salud de la Nación. Y como objetivo, entre otros: 

 

• Dictar normas para regular y reglamentar los servicios de salud, 

• Controlar el funcionamiento de los Obras Sociales y Entidades de 

Medicina Prepaga, así como de los prestadores intervinientes y toda otra entidad 

prestadora y/o financiadora de prestaciones médico asistenciales, 

• Aprobar el ingreso de las Entidades al Sistema, 

• Aprobar el PMA y controlar el presupuesto de gastos y recursos para su 

ejecución, de las Obras Sociales y las Entidades de Medicina Prepaga, 

• Asegurar y controlar la Opción de Cambio de Obra Social de los 

beneficiarios del Sistema. 

  

  Todo ello conforme las Leyes 23.660, 23.661 y 26.682. 

  

  O sea que, la Superintendencia de Servicios de Salud NO resulta 

ser NI prestador de servicios médicos asistenciales NI expendedor de 

medicamentos, sino que los únicos obligados a prestar tales atenciones son las 

Obras Sociales y/o Entidades de Medicina Prepaga comprendidos en las Leyes 

Federales mencionadas. 
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 Respecto a la personería jurídica de las Obras Sociales debemos 

decir que la OBRA SOCIAL DEL PERSONAL ASOCIADO A la ASOCIACION 

MUTUAL SANCOR (O.S.PER.S.A.A.M.S), inscripta en el Registro Nacional de 

Obras Sociales que lleva mi mandante bajo el Nº 3009, se encuentra dentro de 

las previsiones de la Ley 23.660 la que establece en su art. 1 inc. h): “Quedan 

comprendidos en las disposiciones de la presente ley: … h) Toda otra entidad 

creada o a crearse que, no encuadrándose en la enumeración precedente, tenga 

como fin lo establecido por la presente ley …”. 

 

  Y a su vez, el art. 2 de la normativa mencionada determina que: “Las 

obras sociales comprendidas en los incisos c), d) y h) del artículo 1 

funcionarán como entidades de derecho público no estatal, con 

individualidad jurídica, financiera y administrativa y tendrán el 

carácter de sujeto de derecho, con el alcance que el Código Civil y 

Comercial establece para las personas jurídicas…”. 

 

  Con esto es claro que quien debe otorgar las prestaciones de salud para 

sus beneficiarios es el mencionado Agente de Salud exclusivamente. Y en su 

caso, es quien deberá demostrar fehacientemente que no puede costear los 

gastos de tratamiento y medicación para sus afiliados, debiendo probar 

efectivamente a V.S. tal circunstancia. 

 

  No obstante ello, y sin tener siquiera la certeza que la Obra Social 

demandada NO puede hacer frente a la medicación solicitada por la amparista, 

el a-quo decide ligeramente que es mi mandante (quien NO FUE DEMANDADO 

y al que NO SE LE DIO LA OPORTUNIDAD DE SER OÍDO, dado que no 

concedió el traslado del art. 4 de la Ley 26.854, que debe necesariamente 

otorgarse) quien debe hacer frente al 80% de la medicación.  

 

 Puede decirse como conclusión definitiva que las Leyes Federales 23.660, 

23.661 y 26.682 en ningún momento establecen o avizoran la posibilidad de 

merituar algún tipo de responsabilidad para mi mandante ante hipotéticos casos 

como el de marras, contrariamente a lo sustentado por la sentencia recurrida. 

Me explayaré sobre el tema en el punto siguiente.  

 

  De todo lo explicado en este acápite se desprende que no resultan ser las 

mismas personas jurídicas el Poder Ejecutivo Nacional, el Ministerio de Salud de 

la Nación, la Secretaría de Salud y Desarrollo Social de la Nación y la 

Superintendencia de Servicios de Salud a quien represento. 



 7 

 

  Recalco que la parte actora interpuso la acción y peticionó la cautelar 

contra “…la Obra Social OSPERSAAMS …” y en su Ampliación solicitó la 

cautelar contra el “…Poder Ejecutivo Nacional…” y sorpresivamente el 

sentenciante terminó condenando a cumplir la Medida Cautelar en un 80% a la 

Superintendencia de Servicios de Salud!!! 

 

 

IV.2.- Normativa Federal de Aplicación Obligatoria.  Alcances, 

Limitaciones y Reglamentación del Sistema Nacional del 

Seguro de Salud. 

  Sin dudas la medida cautelar decretada en relación a la Superintendencia 

de Servicios de Salud implica una interpretación absolutamente sesgada y 

desconocedora de lo dispuesto por las Leyes Federales 23.660, 23.661 y también 

de la Ley 24.901 de Discapacidad, constituyendo éste el SEGUNDO AGRAVIO 

por ello, es que en este punto pasaré a explicar sumariamente las funciones de 

mi mandante. 

 

  Como ya se dijo por medio del Decreto 1615/96 se llevó a cabo la creación 

de la Superintendencia de Servicios de Salud, fusionándose dentro de la misma 

la Administración Nacional del Seguro de Salud (ANSSAL); el Instituto Nacional 

de Obras Sociales (INOS) y la Dirección Nacional de Obras Sociales (DINOS). 

 

  Es el Art. 2 del Decreto 1615/96 antes mencionado el que estipula que el 

Organismo que represento es un ente descentralizado de la Administración 

Pública Nacional, con personería jurídica propia diferente al Ministerio 

de Salud.   

 

  Es indiscutible que la función de mi representada se encuentra remitida a 

la supervisión, fiscalización y control de los Agentes que integran el Sistema 

Nacional del Seguro de Salud y nunca a brindar prestaciones médicas y entregar 

medicamentos. El artículo 9 de la Ley Federal 23.661 es claro al respecto: “...La 

ANSSAL tendrá la competencia que le atribuye la presente ley en lo 

concerniente a los objetivos del seguro, promoción e integración del desarrollo 

de las prestaciones de salud y la conducción y supervisión del sistema 

establecido…”. 

 

  De tal suerte, la medida cautelar en análisis, importa desconocer la índole 

de las funciones específicas de esta Superintendencia de Servicios de Salud, las 

que resultan ser, ni más ni menos que lo establecido en el Art. 9 Ley 23.661, pero 
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NUNCA BRINDAR PRESTACIONES MÉDICAS. ESTA OBLIGACIÓN RECAE 

EXCLUSIVAMENTE EN CABEZA DE LAS OBRAS SOCIALES y/o entidades de 

medicina prepaga, en su caso. 

 

  O sea que, la Superintendencia de Servicios de Salud NO resulta ser NI 

prestador de servicios médicos asistenciales NI expendedor de medicamentos, 

sino que los únicos obligados a prestar tales atenciones son las Obras Sociales 

y/o Entidades de Medicina Prepaga comprendidos en las Leyes Federales 

mencionadas. 

 

   Se recuerda aquí que las prácticas, procedimientos y medicamentos que 

los Agentes del Sistema Nacional Seguro de Salud, englobados en las Leyes 

Nacionales N° 23.660 y 23.661, y las Entidades de Medicina Prepaga, incluidas 

en el art. 1º de la Ley 26.682, deben obligatoriamente cubrir son las 

incluidas en el Programa Médico Obligatorio (PMO). 

 

   A su vez el PMO vigente es el publicado mediante Resolución N° 1991/05 

del Ministerio de Salud de la Nación, refrendado por resolución N° 1714/07, 

también del Ministerio de Salud de la Nación. 

 

  La Resolución N° 201/02 (mediante la cual se aprobó el Programa Médico 

Obligatorio), en su ANEXO II, denominado “Catálogo de Prestaciones”, 

establece que: "El Agente del Seguro de Salud podrá ampliar los límites de 

cobertura de acuerdo a las necesidades individuales de sus beneficiarios". 

 

  Ahora bien, la Resolución N° 1200/12 del Registro de la Superintendencia 

de Servicios de Salud creó el SISTEMA UNICO DE REINTEGRO (S.U.R.) para la 

implementación y administración de los fondos destinados a apoyar 

financieramente a los Agentes del Seguro de Salud, con la modalidad establecida 

en los ANEXOS I y II de dicha norma, para el reconocimiento de las prestaciones 

médicas de baja incidencia y alto impacto económico. 

 

  La Resolución citada en el párrafo que precede, fue modificada por su 

similar N° 1561/12, la cual instituyó el Sistema de Tutelaje de Tecnologías 

Sanitarias Emergentes, con el objeto de velar por la introducción de Tecnologías 

novedosas en el Sistema de Salud. 

 

   Asimismo, se dictaron las Resoluciones N° 400/2016 y 46/17, mediante la 

cuales se aprobaron las normas generales y el procedimiento que los Agentes del 
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Seguro deberán cumplimentar para solicitar los reintegros ante el Sistema Único 

de Reintegros (SUR). 

 

  En efecto, la Resolución 46/2017 en su ANEXO II NORMAS Y 

PROCEDIMIENTO DE LOS REINTEGROS establece que: “LAS SOLICITUDES 

DE APOYO FINANCIERO QUE REALICEN LOS AGENTES DEL SEGURO DE 

SALUD MEDIANTE EL SISTEMA UNICO DE REINTEGROS (SUR), SE 

REALIZARÁN SOBRE LA BASE DE PRESTACIONES MÉDICAS 

EFECTIVAMENTE PROVISTAS Y PAGADAS POR LOS 

MENCIONADOS AGENTES EN ATENCIÓN DE SUS 

BENEFICIARIOS”. 

 

   V.E., ES INOBJETABLE que el valor establecido para esos reintegros, 

tiene su indiscutible fundamento normativo por cuanto, como bien lo menciona 

la Res. Nº 1200/2012, los recursos del FONDO SOLIDARIO DE 

REDISTRIBUCION -FSR- (que no son de ninguna manera infinitos), son 

utilizados específicamente para “APOYAR FINANCIERAMENTE” a los Agentes 

del Seguro, mas no para reemplazarlos en su obligación exclusiva de brindar las 

coberturas de que se trate. 

 

  Pero toda esta normativa, tiene su condición de base en que la 

medicación, droga o tratamiento ordenado para el beneficiario de la 

obra social TIENE NECESARIAMENTE QUE ESTAR INCORPORADO 

AL PMO. 

 

  En el caso de la medicación ZOLGENSMA que se ordena por Cautelar 

cubrir en un 80% a la SSSalud NOS ENCONTRAMOS CON QUE NO ESTÁ 

INCORPORADA AL PMO. Seguramente -se interpreta- que no está incorporada 

al Programa Médico Obligatorio porque ha sido aprobada por ANMAT en fecha 

muy reciente (06/04/2021). 

 

  Por otro lado se informa en este punto que todas las modificaciones e 

incorporaciones de medicamentos al PMO se realizan luego de un 

análisis pormenorizado de cada patología, medicación y/o 

tratamiento, que permita al Ministerio de Salud dictar la Resolución 

pertinente, algo que aún NO ACONTECIÓ CON RELACIÓN AL 

MEDICAMENTE QUE MOTIVA ESTE AMPARO. 

 

  Asimismo, se reitera que este ORGANISMO, no es GARANTE DEL 

DERECHO A LA SALUD, como erróneamente se menciona en la sentencia 
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interlocutoria aquí recurrida, sino que la Superintendencia de Servicios de Salud 

es la Autoridad de Control de los Agentes de Salud que integran el sistema (léase 

Obras Sociales), quienes se encuentran obligados a garantizarle a su población 

beneficiaria la cobertura médico - asistencial que establece el Programa Médico 

Obligatorio. 

 

  Es por ello, que es menester aclarar que el MINISTERIO DE SALUD 

DE LA NACION “es el último garante del derecho a la salud y a la vida 

que les asisten a todos los habitantes de la Nación, habida cuenta de 

la función rectora que le atribuye la legislación nacional”.- 

 

 

IV.3.-Resolución contraria al Principio de División de   

Poderes: 

  No cabe dudas, que la decisión del Sr. Juez de Primera Instancia me 

agravia, pues resulta ser asimismo una clara intromisión en la forma y alcance 

que el Poder Ejecutivo Nacional le otorga a cada una de sus políticas públicas en 

materia de salud.  

 

  Esto es así, habida cuenta que, con su decisión el a-quo pretende revocar y 

modificar los alcances legales y económicos de las Leyes Federales y 

Resoluciones que hacen al accionar tanto del Ministerio de Salud como de la 

Superintendencia de Servicios de Salud, en las claramente se establecen los 

alcances de responsabilidad (tanto de mi mandante, como de las obras sociales 

que integran el Sistema Nacional), límites monetarios de reintegro por cada 

prestación médica imponiendo un porcentaje de Reintegro y/o Cobertura (80% 

del medicamento ZOLGENSMA) que NO EXISTE EN NINGUNA NORMATIVA, 

dado que no está esa medicación en el PMO, todo lo cual constituye el TERCER 

AGRAVIO, configurándose una clara violación al principio de división de 

poderes. 

 

  Por lo tanto, la Medida Cautelar dictada contra mi mandante, más allá de 

devenir absolutamente improcedente desde el punto de vista jurídico, 

CONSTITUYE UNA SUERTE DE ALZAMIENTO CONTRA LAS NORMAS 

FEDERALES QUE RIGEN SU ACTIVIDAD (Leyes Nº 23.660 y Nº 23.661), lo 

cual no puede ser permitido judicialmente.- 

 

  Evidentemente, el A-Quo OMITIÓ tomar en cuenta dicho “marco legal”, y 

sólo se dejó llevar por su “buena y sana intención” de facilitar la cobertura de 

salud para el hijo de la amparista, pero sobre la base de la creación ficticia de un 
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alcance normativo, ajeno a la realidad existente, y lo que es PEOR, CREANDO 

UNA “NORMA FICTICIA” que establece que debe brindar la cobertura del 80%  

de un medicamento que si bien fue aprobado por ANMAT, AÚN NO ESTA 

INCORPORADO EN EL PMO, resultando ésta una clara violación a la normativa 

federal que regula el accionar de mi mandante. 

 

  Pretender que esta AUTORIDAD DE CONTROL brinde una medicación o 

que reintegre el 80% de ella a la OBRA SOCIAL, sin tomar en cuenta si esa 

medicación está incorporada al PMO (como ya dije si no está en él, ni la obra 

social está obligada a brindarla a su beneficiario) además de generar un 

antecedente QUE CONTRADICE TODA LA NORMATIVA FEDERAL QUE 

REGULA LAS ATRIBUCIONES, FACULTADES Y COMPETENCIAS DE ESTA 

SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD (que regula a más de 300 

Obras Sociales y 700 Entidades de Medicina Prepaga) generaría un antecedente 

con gran impacto en el sistema y vulneraría el principio de división de poderes 

que establece NUESTRA CONSTITUCION NACIONAL, por cuando el PODER 

JUDICIAL esta ordenando a llevar a cabo a este Organismo, una actividad que 

no encuentra contemplada en la norma. 

 

  Puede decirse como conclusión, que todos los argumentos expresados Ut 

supra denotan que V.S, estaría haciéndole decir a las leyes algo que no dicen, y 

por ende ESTARÍA LEGISLANDO POR MEDIO DE SU SENTENCIA, 

vulnerando el principio de división de Poderes, al ordenar la cobertura de 

un medicamento que aún no se ha incorporado al PMO, siendo esto, 

REPITO, resorte exclusivo del Ministerio de Salud, luego de un 

estudio pormenorizado de la procedencia de tal decisión. O SEA, EL A-

QUO ASUMIÓ FUNCIONES AJENAS AL PODER JUDICIAL. 

 

  En este sentido, la misión más delicada que compete al Poder Judicial es 

la de saber mantenerse dentro de la órbita de su jurisdicción, sin menoscabar las 

funciones que incumben a los otros poderes, toda vez que es el Judicial el 

llamado por la ley para sostener la observancia de la Constitución Nacional, y de 

ahí que un avance en desmedro de otras facultades revestiría la mayor gravedad 

para la armonía constitucional y el orden público (Fallos: 155:248; 254:43; 

311:2580; 319:1537; 321:1187; 324:2315; entre otros).- 
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IV.4.- Inexistencia de verosimilitud en el derecho y el peligro en 

la  demora respecto de esta Superintendencia de Servicios de 

Salud: 

  La Superintendencia de Servicios de Salud NO se encuentra obligada por 

ley a cubrir y/o brindar prestaciones médicas y/o farmacológicas de ninguna 

naturaleza respecto de los afiliados del Sistema Nacional del Seguro de Salud. 

 

  Y en esta causa, LA ÚNICA OBLIGADA a brindar las prestaciones a su 

afiliado es la demandada OSPERSAAMS que debe cubrir la totalidad de las 

prestaciones que hagan a su discapacidad, ya que Samuel Ibrahim Abraham 

Romaní cuenta con el CUD respectivo en el que consta que padece AME I.  

 

  Por lo tanto, mi mandante NO está constreñida por ley alguna (entre ellas 

las Leyes Federales 23.660 y 23.661) a proporcionar el tratamiento médico 

mediante el suministro de ZOLGENSMA/ ONASEMNOGEN ABEPARVOVEC, 

prescripto al niño SAMUEL, siendo la propia OSPERSAAMS quien deberá 

otorgar la prestación y/o medicación y luego solicitar dicho reintegro a través del 

SUR, todo ello cuando esa medicación sea efectivamente incorporada al PMO.  

 

  Reitero en este punto que la incorporación de medicamentos y/o 

tratamientos al PMO requiere de la realización de una serie de pasos y estudios 

pormenorizados basados en la EVIDENCIA CIENTÍFICA, que llevarán, recién en 

el momento oportuno a que el MINISTERIO DE SALUD DE LA NACIÓN dicte la 

Resolución pertinente que así lo establezca, lo que con relación al medicamento 

aquí solicitado, aún no ha acontecido . 

 

  Y aquí radica el CUARTO AGRAVIO, que además conlleva la existencia 

de cuestión federal simple por encontrarse en discusión la interpretación de las 

leyes Nº 23.660 y 23.661 y haber resuelto el a-quo en sentido contrario a lo que 

ellas establecen. 

 

  V.E, la obligación de brindar tales prestaciones a sus beneficiarios se 

encuentra ÚNICAMENTE en cabeza de los Agentes del Seguro incorporados al 

Sistema Nacional del Seguro de Salud (Obras Sociales Ley Federal Nº 23.660) 

debidamente inscriptas en el Registro pertinente. 

 

  Reitero, que la Superintendencia de Servicios de Salud NO tiene por 

función brindar prestaciones médico asistenciales, NI tampoco debe proveer 

medicamentos.  
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  Son precisamente las Obras Sociales quienes tienen tales obligaciones 

respecto de sus beneficiarios, siendo en el caso de marras la OSPERSAAMS la 

obligada (cuando el ZOLGENSMA esté EFECTIVAMENTE 

INCORPORADO AL PMO -situación que al presente no se ha 

producido-) y cuando esté incorporada, seguramente será pasible de algún 

reintegro (el porcentaje de reintegro es determinado por Resolución no por el 

Poder Judicial), pero para él se tendrán a realizar los siguientes pasos: 

 

 1° la compra de la medicación indicada por la obra social;  

2° que la obra social acredite tal circunstancia ante mi mandante con los 

comprobantes respectivos;  

3° que la obra social gestione el reintegro de lo pagado (en el porcentaje que le 

quepa a la medicación de que se trate) iniciando el respectivo expte 

administrativo ante la Superintendencia de Servicios de Salud, todo en acabado 

cumplimiento con las normas vigentes para ello. 

 

  Claramente esto dista mucho de lo ordenado por el a-quo en la sentencia 

recurrida, donde dice expresamente “…considero procedente acceder a su 

otorgamiento, y ordenar a la Obra Social del Personal Asociado A Asociación 

Mutual Sancor (O.S.PER.S.A.A.M.S.) en un 20 % a su cargo y al Estado 

Nacional – Superintendencia de Servicios de Salud, en un 80 % a su cargo, a 

suministrar al menor Samuel Ibrahim Abraham Romaní, DNI N° 57.611.684 la 

medicación Zolgensma en forma inmediata…”, esto configura el QUINTO 

AGRAVIO.  

 

  Al así decidir, el magistrado de grado se EXTRALIMITA toda vez que basa 

su fallo en una apreciación subjetiva y parcial, otorgando absoluta 

preponderancia a las alegaciones de la accionante, en desmedro del derecho de 

defensa de mi representada (no se dio cumplimiento con el traslado a la 

Superintendencia de Servicios de Salud del art. 4 de la Ley 26.854), lo que 

provocó que sentenciara contra el orden federal establecido en las Leyes 23.660 

y 23.661. 

   

  Esto es así por cuanto en el escrito liminar del presente Amparo y su 

Ampliatoria, la actora Alejandra Romaní demandó a la Obra Social y al 

Poder Ejecutivo Nacional, en ningún momento demandó a la 

Superintendencia de Servicios de Salud, ni tampoco determinó ni 

siquiera tangencialmente porcentaje alguno de cobertura de la 

medicación con referencia de sus dos (2) demandados, no obstante ello 

el a-quo decidió discrecionalmente condenar a la obra social demandada a cubrir 
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el 20% y  que fuera la Superintendencia de Servicios de Salud (en ningún 

momento demandada) quien cubriera el 80% restante, todo ello sin siquiera 

tomar en cuenta si la medicación estaba incorporada en el PMO o nó. 

 

  Evidentemente entonces, el principio de Congruencia de la sentencia 

interlocutoria, surge violentado al condenar a mi mandante por lo reclamado a 

Obra Social por un porcentaje que decidió el a-quo a su libre arbitrio, 

condenando al que no está demandado y sin tener en cuenta tampoco lo 

estatuido por las Leyes Federales que normatizan el accionar de mi 

representada.  

 

  La existencia de este defecto constituye un vicio que descalifica el 

pronunciamiento de modo tal que no resulta válido como acto jurisdiccional. Se 

debe declarar nula la sentencia. 

 

 Nuestra propia C.S.J.N. tiene sustentado en diferentes pronunciamientos 

que comporta agravio a la garantía de la defensa en juicio (art. 18 CN), tanto el 

fallo emitido excede el límite cuantitativo o cualitativo de las peticiones 

contenidas en la pretensión o la oposición, concediendo o negando más de lo 

reclamado por las partes o peor aún condenando a la Superintendencia de 

Servicios de Salud cuando NUNCA FUE DEMANDADA POR LA AMPARISTA. 

 

  Así manifiesta en distintos pronunciamiento diciendo: “…El carácter 

constitucional del principio de congruencia, como expresión de la defensa en 

juicio y del derecho de propiedad, obedece a que el sistema de garantías 

constitucionales del proceso está orientado a proteger los derechos y no a 

perjudicarlos…” (Corte Sup., 25/2/1992, - Ferreyra, Andrea B. v. Ulloa, Carlos D.). JA 

1993 - II - 160. Informática Jurídica Documento Nº 2.2611 JA Hasta 1993. 

SENTENCIA. 01)  

 

  Igualmente “…Aunque el conflicto involucre cuestiones fácticas, 

procesales y de derecho común, que no justifican la intervención de la Corte 

Suprema, ésta debe intervenir cuando las elaboraciones del a quo con 

fundamento en el principio iura cura novit conducen a un pronunciamiento ultra 

petita que lesiona la garantía de la defensa en juicio…” (Disidencia del Dr. Augusto 

César Belluscio). Rubio, Nélida Virginia c/ Filippini, Víctor Hugo y otro. R. 327. 

XXIV.17/11/1994 Fallos: 317:1666 

 

  Asimismo otros Tribunales también han dicho: “...El principio de 

congruencia, requiere una real correspondencia entre la sentencia y lo 
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peticionado o planteado por las partes, exige la estricta adecuación del 

pronunciamiento judicial a las cuestiones articuladas en la pretensión del actor y 

en la oposición del demandado. A su vez, la Corte Suprema de Justicia de la 

Nación ha reclamado la necesidad de que "exista una plena conformidad entre lo 

pretendido y resistido por un lado, y lo sentenciado por el otro" (thema 

decidendum). Es decir, el sentenciante debe ejercer su función jurisdiccional sin 

exceder los límites con que las partes han circunscripto el contenido del 

litigio...”. (Dr. Santiago Bernardo Kiernan - Dr. Eduardo Vocos Conesa. 53.613/95. 

RENTAIRE DIVISION OBRAS INDUSTRIALES S.A.  C/ ESTADO NACIONAL 

MINISTERIO DE DEFENSA S/ CUMPLIMIENTO DE CONTRATO. 25/04/06. Cámara 

Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal. Sala 2). 

 

  En el mismo sentido “...El deber de congruencia (arts. 34, inc. 4º y 163, 

inc. 6º, del Código Procesal) se vincula necesariamente con el principio 

dispositivo según el cual constituye una actividad privativa de las partes la 

aportación de los hechos en que se funde la pretensión, y que, por lo tanto, le 

está vedada al juez la posibilidad de verificar la existencia de hechos no 

afirmados (conf. Palacio, "Derecho Procesal Civil", T.I, p.259...” (C. NAC. CIV., SALA 

G, 23/03/1994, - FERNÁNDEZ, RENÉ DEMETRIO V. SOCIEDAD ITALIANA DE 

BENEFICENCIA BUENOS AIRES HOSPITAL ITALIANO Y OTROS S/DAÑOS Y 

PERJUICIOS). 

 

  La doctrina también se ha manifestado respecto al Principio de 

Congruencia, así el Dr. Eduardo SIRKIN tiene dicho que “…El principio de 

congruencia comprende un enlace entre el pedido y el juzgamiento y como 

explicara AYARRAGARAY, Carlos A. ´Lecciones de Derecho Procesal´, Edit. 

Perrot, 1962, pag. 83 “siguiendo a ARAGONESES ALONSO, podemos definir el 

principio de congruencia como un principio normativo que limita facultades 

resolutorias del juez, por el cual debe existir identidad entre lo resuelto y 

controvertido, oportunamente por los litigantes y en relación con los poderes 

atribuidos en cada caso al órgano jurisdiccional por el ordenamiento jurídico…” 

 

  Demás está decir que el apartamiento del judicante de lo peticionado por 

la amparista en el inicio de la acción y su ampliatoria, no está ni justificado ni 

avalado en prueba alguna sobre la que pudiera llegar a encaramarse para 

justificar su decisorio “ultra petita”.- 

 

  En consecuencia, no se dan en la especie respecto de la Superintendencia 

de Servicios de Salud los requisitos de verisimilitud en el derecho (fumus bonis 

iuris) y peligro de un daño irreparable en la demora (periculum in mora) que 

resultan absolutamente indispensables para acoger la procedencia. 
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  Recalco V.S. que esta manifestación no es antojadiza, sino que emana de 

la propia normativa que hace el accionar de mi mandante, las Leyes Federales 

23.660 y 23.661. 

 

  Por ende, no se encuentran (al menos respecto de la Superintendencia de 

Servicios de Salud) cumplidos los requisitos sentados en el precedente de la sala 

II Contencioso Administrativa Federal, in re “Inatruco” del 5-8-97, por lo que se 

ha dicho que: “…a mayor verisimilitud del derecho, no cabe ser tan exigente 

respecto del daño y viceversa, cuando mayor es el peligro, menor es la exigencia 

en lo atinente al “fumus” pero ambos requisitos deben encontrarse presentes…”. 

 

  En orden a las funciones específicas que las Leyes federales 23.660 y 

23.661 establecen respecto a mi mandante, entiendo humildemente que ninguno 

de los dos requisitos esenciales para la procedencia de medidas cautelares existe 

explícitamente a su respecto.  

 

   Por tales razones, y de acuerdo a los agravios expuestos “in extenso” a lo 

largo del presente, solicito se revoque la sentencia grado respecto a la 

Superintendencia de Servicios de Salud, en todo lo que ha sido materia de 

Agravios.- 

 

 

  V.- INTRODUZCO PLANTEO DE LA CUESTIÓN FEDERAL: 

  Para el hipotético e improbable caso en que se confirmara respecto de mi 

mandante la medida cautelar recurrida, hago expresa reserva del caso federal 

para recurrir ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, mediante el 

recurso extraordinario establecido por el art.14 de la ley 48, por la manifiesta 

violación a los principios de equidad, legalidad y justicia distributiva, como 

asimismo la gravedad institucional que ello implicaría por cuanto, se 

prescindiría incomprensiblemente de formalizar una considerada paráfrasis y 

aplicación de las mismas leyes de carácter federal absolutamente obligatorias, no 

sólo para las obras sociales, los prestadores de ellas y los particulares, sino 

también para los tribunales que deben merituarlas y aplicarlas en toda su 

dimensión y correctamente.- 
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   PETITUM 

    

1. Por presentado, en el carácter invocado y con el domicilio procesal y 

electrónico constituidos.-  

2. Por interpuesto y fundado en legal tiempo y debida forma el 

correspondiente recurso de apelación, concediendo el mismo en la forma 

de estilo; 

3. Se tengan presentes todas y cada una de las manifestaciones 

expresadas en los distintos Agravios vertidos; 

4. Se tenga presente la existencia de CUESTIÓN FEDERAL SIMPLE y por 

ende por efectuada la reserva del caso federal; 

5. Se REVOQUE POR CONTRARIO IMPERIO respecto a la 

Superintendencia de Servicios de Salud la resolución atacada en todas 

sus partes, en base a las consideraciones de hecho y de derecho 

adelantadas precedentemente. 

       

         SERÁ JUSTICIA.- 

 

 

Dr. René Gustavo Hauteberque.- 

Abogado M.F. T°95 F°537.- 
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